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La dinámica de la Venezuela de hoy está marcada por la construcción de un sistema político autoritario con vocación totalitaria, a despecho de una Constitución democrática y a partir de la manipulación de las libertades democráticas y los recursos del Estado a tal fin.
La política venezolana puede ser resumida en el enfrentamiento entre dos visiones. Una, la del socialismo del siglo XXI, niega el pluralismo inherente a toda sociedad, pretende gobernar indefinidamente, rechaza la rendición de cuentas y busca imponer un esquema económico en el cual todo gire alrededor del Estado y reduzca la iniciativa privada a su mínima expresión. Aquí encontramos rasgos más cercanos a lo que se llamó socialismo real. 
La otra visión se encuentra en la sociedad democrática. Se trata de una sociedad plural, deseosa de representación y participación real en el sistema político y ávida de libertad para trabajar y librarse de la gran cantidad de regulaciones que el gobierno impone a cada paso que dan los ciudadanos. No es una sociedad perfecta, tiene defectos derivados, por ejemplo, del arraigado rentismo desde que comenzó la explotación petrolera, un rentismo que el “socialismo” no ha combatido sino acentuado. Pero al menos reclama la libertad para corregir sus propias desviaciones. El desenlace de ese forcejeo definirá el futuro del país.

El socialismo del siglo XXI busca el debilitamiento de la sociedad para alcanzar la hegemonía en todos los ámbitos de la vida. Su estrategia es simple. El mayor poder del Estado debe ser la otra cara de la moneda de una sociedad desarticulada y con poca capacidad de organización y participación. Paradojalmente, al Estado se lo debilita en el altar del poder personal hiperconcentrado. Estamos ante una suerte de estatismo sin Estado. Es decir, es un Estado débil institucionalmente ya que el poder ha estado en manos de un caudillo que controla los poderes públicos y los maneja con total discrecionalidad, y que al faltar él, deja un vacío que su sustituto constitucional no puede llenar. Porque el liderazgo carismático es de naturaleza distinta a aquel emanado de las normas burocráticas.
 El Poder Judicial, el Legislativo, y el órgano electoral entregaron su autonomía y lucen desorientados en ausencia del jefe, cuya sustitución por el aparato partidista luce difícil y remota, lo cual no resta capacidad destructiva a los tercos esfuerzos por implantarla. El gobierno se dedicó desde el principio a destruir los sindicatos independientes y a minimizar a la empresa privada. La Fuerza Armada fue politizada, contraviniendo la Constitución. Así que las tareas sociales de esos factores se cumplen defectuosamente o, simplemente, no se cumplen.         
La regulación exacerbada es la vía para debilitar a la sociedad. El control de cambios y de precios son las herramientas más visibles de ese objetivo, que se extiende además al mercado de trabajo, a la educación, a los medios de comunicación y a nuestra capacidad de movilizarnos fuera del territorio nacional. Como dice el historiador Elías Pino Iturrieta, en comparación con épocas anteriores (que él llama democracia representativa) “ahora el gobierno está más presente y es más avasallante, en la medida en que influye en la vida privada y en las actitudes colectivas como pocas veces antes. La ciudadanía está pendiente de las decisiones de la cúpula porque siente que le puede torcer el rumbo, que la puede meter en enredos o que le deparará sorpresas gratas y desagradables. Tal expectativa no fue común antes, o contaba con el alivio de sentir que, si los jefes se pasaban de la raya, bastaba con esperar la terminación de un período constitucional para que se volviera a la tranquilidad de vivir sin la presencia de los fiscales ajenos que habían vuelto próximos. El desvivirse por las decisiones oficiales no formó parte de la sensibilidad del pasado próximo”
. Es decir, estamos ante un ataque directo a la libertad de los ciudadanos.
La Doctrina Social de la Iglesia, hay que enfatizar, valora la iniciativa privada y la intervención del Estado en la economía. Del justo equilibrio entre ambos depende la libertad de los ciudadanos. En Mater et Magistra, Juan XXIII dice “que la economía debe ser, ante todo, de la iniciativa privada de los individuos, ya actúen estos por sí solos, ya se asocien entre sí de múltiples maneras para procurar sus intereses comunes” (párrafo 51). Por su parte, el Estado debe guiar su acción en función del principio de subsidiariedad formulado por Pio XI en Quadragesimo Anno: “…toda acción de la sociedad, en virtud de su propia naturaleza, debe prestar ayuda a los miembros del cuerpo social, pero nunca destruirlos ni absorberlos”.
        
El socialismo del siglo XXI busca destruir las instituciones clásicas de la democracia representativa. No es sólo que el régimen destruyó la división de poderes, copando a las ramas del Estado con sus partidarios y centralizando las decisiones en el Presidente y en la cúpula del partido oficial. También intenta canalizar la participación popular, o mejor sería decir, movilizar a la población en función de sus intereses políticos, bien sean electorales o para enfrentar a la oposición. Ha sido parte de su proceder político el erigir instituciones paralelas a las establecidas en la Constitución y las leyes como forma de escapar a las regulaciones del Estado de Derecho. Podemos mencionar muchos ejemplos: para evitar al régimen fiscal del Ejecutivo y monetario del Banco Central, ha creado una serie de fondos que maneja con total discreción; a los municipios y alcaldías contrapone los llamados concejos comunales que integra y financia a voluntad; para alcanzar la hegemonía comunicacional, cerca a los medios independientes y levanta un sistema de medios totalmente a su servicio.  
El objetivo declarado del gobierno es desmontar el Estado democrático.  Su intención es neutralizar las instituciones de la democracia representativa establecidas en la Constitución de 1999, impulsada por el propio chavismo, y llegar a una situación de completa discrecionalidad política y financiera, en el marco de algo que llaman “socialismo bolivariano del siglo XXI como alternativa al modelo salvaje del capitalismo”
.    
El Estado democrático sería sustituido por el Estado Comunal, figura ajena a la Constitución. Para ello el socialismo del siglo XXI ha creado un entramado de leyes que buscan vaciar de contenido a las instituciones democráticas construyendo estructuras paralelas. Se busca un nuevo sistema de unidades territoriales que llaman comunas que rivalizan con régimen municipal. La idea es que las comunas, sin estar establecidas en la Constitución, rivalicen con los municipios hasta que eventualmente las sustituyan. Fue aprobada una ley para la transferencia de competencias y servicios a las comunas desde los niveles nacional y regional. También se crearon Regiones Estratégicas de Desarrollo Integral (REDI) para impulsar el desarrollo regional y desconcentración del territorio que se solapan con los estados. En suma, se busca una estructura de gobierno a semejanza del partido de oficial y no una que represente el pluralismo de la sociedad venezolana.
Esa institucionalidad comunal, como la llama Diego Bautista Urbaneja, “estaría constituido por un entrelazado de instancias de participación y de clientelización de un extenso sector popular, básicamente improductivo que, utiliza en cosas como proyectos comunitarios la renta que el Estado le asigna, o simplemente la recibe a título de necesidades o derechos recién adquiridos”
.  

2014 ha sido un año conflictivo. Violencia política y crisis económica son los rasgos básicos de la actual situación del país. Hemos experimentado una autentica rebelión popular por parte de sectores que se sienten excluidos del sistema político y sienten los efectos del desabastecimiento, la inflación, el desempleo y la inseguridad. 2014 ha sido un año de protestas. Durante el primer semestre del año se contabilizaron 6.319 (35 por día), lo que representa un aumento del 278% con respecto al mismo período del año anterior. Se trata de un “pico” dentro de una tendencia que dura varios años
. Los estudiantes y jóvenes en general son el grupo más relevante de la protesta porque los angustia el futuro, que ahora luce oscuro. Son ellos los que han pagado el mayor costo de la represión y la violación de los derechos humanos. 

Por su parte, la crisis económica se ha profundizado. En Venezuela existe un descalabro económico producto de la irresponsabilidad y la ignorancia del socialismo del siglo XXI. El gasto público desbocado, al servicio del objetivo de mantener en el poder a la élite gobernante, ha causado inflación, sobrevaluación monetaria y destrucción del aparato productivo. Por eso tenemos desabastecimiento. 
El socialismo del siglo XXI responde a una lógica caudillista y ahora que el llamado líder supremo ha desaparecido, el sistema busca un centro alrededor del cual girar, y lo más parecido a ello sería una elite compuesta por la nomenklatura partidista, y grupos de apoyo como militares y empresarios conectados que disfrutan de privilegios y accesos al poder que son negados al resto de la  población. Allí juega un gran papel el control de cambio de divisas, porque permite al gobierno discriminar entre grupos en beneficio de su estrategia de poder (negar divisas a los medios de comunicación independientes, por ejemplo).    

Durante la crisis de 2014, la Iglesia jugó un importante papel como parte preocupada por la violencia y como promotora de la paz, pero también de firme denunciante de los graves problemas del país. Desde el principio, y a pesar de la retórica que incluye referencias religiosas
, la Iglesia Católica venezolana no ha disfrutado de la simpatía del socialismo del siglo XXI. El poder la ha visto como rival, dada su popularidad, prestigio e implantación social.   
Consistente con sus posiciones ya históricas, cuyo primer hito es la Pastoral del Arzobispo de Caracas el 1 de mayo de 1957, en plena dictadura militar
, varios comunicados durante el primer semestre del año recogen la posición de la Iglesia, por medio de su Conferencia Episcopal, sobre la grave crisis venezolana. Pocos documentos retratan tan bien las circunstancias del presente y los retos del futuro. 
Así, en su comunicado del 14 de febrero de 2014, la Conferencia Episcopal Venezolana (CEV), reivindica el derecho a la protesta pacífica y a la libertad de expresión e información que tantas restricciones ha sufrido por parte del gobierno. Solicita al Estado “atender los justos reclamos de los diversos sectores y ofrecer las condiciones mínimas para un diálogo social que permita superar los problemas sociales y económicos”. Urge a todos los actores políticos al reconocimiento del adversario y a la mutua reconciliación.   

En su comunicado del 25 de febrero, la CEV insta al gobierno a respetar los derechos humanos, cuyo proceder represivo había costado la vida a varios estudiantes, y a desarmar a los grupos armados que apoyaban al régimen. El documento plantea ideas poderosas sobre el pluralismo que vale la pena citar in extenso: 

“En nuestro país existen visiones plurales con grandes diferencias entre ellas. Ningún modelo social o político tiene el derecho de imponerse a los demás. La Constitución venezolana garantiza las condiciones de una sociedad pluralista en sus visiones. Desde hace bastante tiempo venimos alertando sobre la importancia de preservar unas relaciones sociales y políticas en las que puedan convivir las diferencias y hemos promovido el necesario proceso de reconciliación. Esta pasa por una apertura de mente y de corazón que reconozca que todos somos iguales y tenemos la misma dignidad humana. Por ello, como también lo hemos afirmado, urge un diálogo nacional”. 

En ese párrafo, no se puede dejar de pensar en Enmanuel Mounier y todos sus argumentos a favor del pluralismo.

El dos de abril, la CEV emite otro comunicado, en términos más severos. Se refiere al Plan de la Patria (el programa de gobierno 2014-2019) como una fachada detrás de la cual se esconde la promoción de un sistema de gobierno de corte totalitario. Llama nuevamente al desarme de los grupos armados, la no criminalización de las protestas y denuncia las restricciones de información. Nos recuerda el principio de la responsabilidad personal en medio de la crisis: “La fe cristiana bien entendida nos exige a todos los creyentes responsabilizarnos del destino del país, no permanecer indiferentes sino más bien involucrarnos en la defensa de la vida, de los derechos humanos, de la libertad y la democracia”. Bellas palabras y de gran verdad en medio de una situación tan grave. 

En el diálogo con el socialismo del siglo XXI durante estos meses, la Iglesia expresó varios principios que el gobierno debería seguir: respeto de los derechos humanos, en particular el derecho a la protesta pacífica y la libertad de expresión; pluralismo social; democracia real mediante la atención a los reclamos de la sociedad; el reconocimiento al adversario; y diálogo sincero para solucionar los conflictos. 

El diálogo es la esencia de las sociedades democráticas. En una crisis política la alternativa al diálogo es un país dividido o, lo que es peor, la violencia. Por ello la Iglesia insiste tanto en el punto. Su Santidad Pablo VI dijo, en Ecclesiam Suam, que el diálogo no es otra cosa que el propósito apostólico (párrafo 61). Dialogar no es fácil porque nuestros intereses se interponen en el camino. “Para quien ama la verdad la discusión es siempre posible. Pero obstáculos de índole moral aumentan enormemente las dificultades por la falta de suficiente libertad de juicio y de acción y por el abuso dialéctico de la palabra, dirigida no ya a la búsqueda y expresión de la verdad objetiva sino puesta al servicio de fines utilitarios preestablecidos” (párrafo 95).     
Es conveniente discutir sobre el dialogo entre cristianismo y socialismo dadas las actuales circunstancias de Venezuela en particular, pero también de América Latina
. Aunque no existe claridad en cuanto a lo que el socialismo del siglo XXI entiende por socialismo, es bueno abordar la discusión en términos teóricos, vale decir, destacando los rasgos más conocidos: la “cuestión social” y el papel del Estado. Digamos de entrada, con Díez y Herrero-Velarde, que “la primera tentación que dificulta nuestro empeño es la de pretender armonizar cristianismo y marxismo en aquello que no pueden ser armonizados”
. Es por eso que el diálogo es tan necesario entre ambas.    
En primer lugar, hay que enfatizar que el socialcristianismo y la democracia cristiana incorporan en su esencia la cuestión social. Como dice José Barbeito, “la Rerum Novarum es inexplicable si no se la refiere a casi un siglo de crítica cristiana, a los problemas derivados de la existencia del proletariado industrial y de su miseria”
.
Rafael Caldera lo pone en un contexto político: “Hoy es un hecho la existencia de las clases o sectores sociales…Esos intereses no siempre coinciden. Hay aspectos en los cuales deben coincidir en aras a un interés general; en beneficio de la producción; del aumento de la riqueza; del producto económico obtenido por una sociedad dada. Pero hay inevitablemente contradicciones, y estos suponen lucha…Un partido demócrata cristiano no puede ignorar la lucha del proletariado por la conquista de un sistema de vida distinto”
.

El socialcristianismo y la democracia cristiana toman del cristianismo la primacía del amor y la solidaridad. Rechazamos la lucha de clases y creemos que es posible la colaboración de clases, sectores y grupos para la obtención de bienes comunes. Por ello apoyamos un mayor activismo del Estado para reducir la desigualdad y la pobreza. La solidaridad, por tanto, no el monopolio de los marxistas o socialistas. Su solidaridad es de clase, mientras que la cristiana mira a la toda la sociedad y la propone como nexo dinamizante societario. 
Es muy común escuchar en estos días en América Latina, y en Venezuela especialmente, la connotación de burguesa a cualquier tipo de relación política y económica. “Estado burgués” es una forma de desprestigiar y sugerir que debe ser desmontado. Para el marxismo, la religión y la iglesia son vistas desde esa perspectiva. Se trata de una superestructura ideológica e institucional al servicio de una clase en particular
. 
No hace falta abundar demasiado en la falsedad de ese supuesto. Basta con recordar la constante referencia al “pueblo de Dios”, sin diferencias, que el Cristianismo nos repite hasta la saciedad. Pero también a las luchas por la instauración, “aquí y ahora”, de un efectivo Estado Democrático y Social que haga realidad muchos de los postulados de la Doctrina Social de la Iglesia: la igualdad de los ciudadanos (económica y política), su desarrollo autónomo (en el mercado, en la sociedad, en sus cuerpos intermedios), y la acción del Estado guiado por el principio subsidiario.   
La iglesia tiene entonces una responsabilidad con sus circunstancias. No es, como algunos piensan, “un estancamiento sobre la tranquilidad de la verdad revelada”
. Es una institución dinámica y consciente de su entorno; que asume su responsabilidad con los desafortunados. Además, todos somos Iglesia. Pero la Doctrina es una guía, un magisterio de vida que, más allá de los católicos, puede llegar a todos los cristianos y a toda la humanidad. Puede, y debe, aportar a la democracia valores que le den profundidad humana.
Hay un amplio campo de debate, diálogo e incluso encuentro entre demócratas de muy variado signo, pertenecientes a tradiciones ideológicas diversas. La prevención debe estar, frente a quienes utilizan las formas democráticas para destruir la democracia, y sustituirla por modernos autoritarismos de vocación totalitaria. 
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